
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Sentencia  – 16 de junio de 2017 – Niega

Proceso: 



Tutela – 

Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2017-000532-00
Accionante:


Javier Elías Arias Idárraga.

Accionado:


Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Alcaldía de Valledupar; Defensoría del Pueblo Regional Cesar y la Procuraduría 12 Judicial II Delegados para Asuntos Civiles con sede en Bogotá DC.
Magistrado Sustanciador:  

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas: 



DEBIDO PROCESO EN ACCIÓN POPULAR – MORA JUDICIAL – CARGAS PROCESALES DEL ACCIONANTE INCUMPLIDAS - NIEGA – “Aduce que actúa en la acción popular “2016-504”, en la que presentó desistimiento por la renuencia del despacho en tramitar la misma y negarse a cumplir los términos perentorios; se resolvió sobre su desistimiento solo un mes después sin acatar lo que la ley contempla sobre ello, y es un actuar sistemático en tal sentido.

Enseguida, solicita que se ordene al juez accionado cumplir con los respectivos términos para resolver sus memoriales, sin que olvide que la acción es de impulso oficioso y raigambre constitucional; que aplique el artículo 84 de la Ley 472 de 1998; que se aporte copia física del escrito de tutela a la acción popular para no presentar una misma acción como por error lo ha hecho. Que se le expida copia de la demanda.
(…)

En cambio, ninguno de los especiales se estructura.  Y es que, sobre la demora en el trámite de una actuación judicial, tiene dicho la jurisprudencia  que no solo debe ser real, sino producto de una desidia atribuible a la autoridad judicial respectiva. 

Lo que deja ver el expediente, es que no hay de cómo endilgarle al Juzgado la supuesta inadvertencia de los términos para encauzar el trámite en la forma que el actor espera, pues, fue a él a quien en el auto admisorio se le conminó a cumplir con unas cargas procesales, relacionadas con la notificación a la parte demandada y con la publicación de aviso a la comunidad sobre la iniciación de la demanda, a lo cual se opuso y el Juzgado resolvió desfavorablemente, al tiempo que le negó una solicitud de amparo de pobreza, con el que pretendía exonerarse de tales exigencias. 

De donde se colige que, hasta tanto el interesado se allane a satisfacer las obligaciones que le fueron impuestas, para poder continuar con el avance propio del asunto, no puede achacarle desidia alguna al despacho judicial acá demandado.

Así que la denuncia elevada se cae por su propio peso y no se configura, en consecuencia, ninguna trasgresión o amenaza de los derechos que invoca el accionante.
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Acta N° 323 de junio 16 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Alcaldía de Valledupar; Defensoría del Pueblo Regional Cesar y la Procuraduría 12 Judicial II Delegados para Asuntos Civiles con sede en Bogotá DC. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, demanda al Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, por la violación de sus “garantías procesales”. 

Aduce que actúa en la acción popular “2016-504”, en la que presentó desistimiento por la renuencia del despacho en tramitar la misma y negarse a cumplir los términos perentorios; se resolvió sobre su desistimiento solo un mes después sin acatar lo que la ley contempla sobre ello, y es un actuar sistemático en tal sentido.
Enseguida, solicita que se ordene al juez accionado cumplir con los respectivos términos para resolver sus memoriales, sin que olvide que la acción es de impulso oficioso y raigambre constitucional; que aplique el artículo 84 de la Ley 472 de 1998; que se aporte copia física del escrito de tutela a la acción popular para no presentar una misma acción como por error lo ha hecho. Que se le expida copia de la demanda.




Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación de la Alcaldía de Valledupar; Defensoría del Pueblo Regional Cesar y la Procuraduría 12 Judicial II Delegados para Asuntos Civiles con sede en Bogotá DC. 
El Juzgado remitió, vía electrónica, las copias solicitadas que se condensan en medio magnético (f. 7). La Defensora del Pueblo (e) Regional Cesar, manifestó desconocer el inicio de la demanda popular, pero hizo referencia a que este es otro de los asuntos exactamente similares a todas aquellas acciones constitucionales que el demandante presenta en forma injustificada contra los Jueces de la República y la Defensoría Regional de Caldas, para lo cual hizo referencia a la temeridad y mala fe del promotor de las mismas.
CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura del amparo arriba señalado, bajo la premisa de que el Juzgado no atiende lo relacionado con los términos establecidos en la Ley 472 de 1998 para el avance y resolución de la acción popular que allí radicó.
  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegado en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
  



En el caso presente, pueden darse por satisfechos los requisitos generales anunciados, en cuanto se busca la protección del derecho fundamental al debido proceso; el actor agotó recurso frente al auto admisorio en cuanto le impuso que a su costa se realizara la publicación de que trata el artículo 21 de la Ley 472 de 1998; en esa misma oportunidad le hizo alusión al juzgado sobre la norma que acá pone de relieve (f. 60 y 61 cd); esas situaciones datan solo de hace algo más de un mes, con lo que se satisface la exigencia de inmediatez y no se trata de otra acción de tutela. 

 


 
En cambio, ninguno de los especiales se estructura.  Y es que, sobre la demora en el trámite de una actuación judicial, tiene dicho la jurisprudencia
 que no solo debe ser real, sino producto de una desidia atribuible a la autoridad judicial respectiva. 
  



Lo que deja ver el expediente, es que no hay de cómo endilgarle al Juzgado la supuesta inadvertencia de los términos para encauzar el trámite en la forma que el actor espera, pues, fue a él a quien en el auto admisorio se le conminó a cumplir con unas cargas procesales, relacionadas con la notificación a la parte demandada y con la publicación de aviso a la comunidad sobre la iniciación de la demanda, a lo cual se opuso y el Juzgado resolvió desfavorablemente, al tiempo que le negó una solicitud de amparo de pobreza, con el que pretendía exonerarse de tales exigencias. 
  



De donde se colige que, hasta tanto el interesado se allane a satisfacer las obligaciones que le fueron impuestas, para poder continuar con el avance propio del asunto, no puede achacarle desidia alguna al despacho judicial acá demandado.





Así que la denuncia elevada se cae por su propio peso y no se configura, en consecuencia, ninguna trasgresión o amenaza de los derechos que invoca el accionante.
  



La negativa de la pretensión se extiende a la solicitud de que se disponga aportar copia del libelo presentado a la acción popular.

 



A su costa, expídase la copia solicitada.

 



Se absolverá a las entidades citadas de oficio al asunto, por no hallar de su parte trasgresión alguna frente al derecho invocado.

DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local.
    



A su costa, expídanse las copias solicitadas.

Se absuelve a los demás vinculados al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92


� Sentencia T-230 de 2013
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